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ACADEMIA

La ciencia experimental
Raúl Morales Segura 
Decano de la Facultad de Ciencias de la Universidad de Chile 
A nadie sorprende hoy que la formación científica que deben adquirir nuestros estudiantes de enseñanza básica y media debe premunirse de elementos para experimentar con instrumentos -aunque sean básicos- así como de indagaciones en terreno para conocer las cualidades de la geografía, la flora y la fauna chilenas. Este modo de adquirir conocimientos, sin duda, empieza a ser pieza fundamental e ineludible en la formación de la cultura contemporánea. Buscamos que los ciudadanos usen criterios racionales de comprensión del entorno e interpreten las dinámicas que caracterizan a la naturaleza, como también sus diversas expresiones, que hacen de la energía y la materia componentes universales. 

Este modo de actuar en la educación no es tema privativo de los profesores secundarios o primarios, que tienen a su cargo la responsabilidad formativa de sus alumnos, sino que de la apropiada comprensión que deben tener en especial los demás profesionales de la sociedad, más aún quienes se desenvuelven en la política, por sus responsabilidades en el Gobierno y la redacción de leyes, como también quienes integran el mundo religioso, por su influencia en la educación, en particular en la dirección de escuelas y colegios. 

Son cruciales los indicios que se imparten a nuestra sociedad desde el Ministerio de Educación respecto de la relevancia que las ciencias experimentales tienen en la enseñanza y la formación cultural. Es sobre la base de un trabajo desprejuiciado, que incorpore el pensamiento analítico y científico, que resulta posible dar pie a desarrollos creativos que apoyen la innovación como componente crucial de una nueva política emprendedora y empresarial. Un país como el nuestro busca nuevos horizontes para cimentar su futuro y dar su salto tan ansiado hacia el desarrollo. Las universidades tienen un rol fundamental que ejercer en la formación del sector más influyente de nuestra sociedad. Deben contar con recursos que garanticen esta orientación de la cultura contemporánea. El Gobierno debe asegurar que esas herramientas sean comprendidas en plenitud como necesarias por la sociedad y esforzarse por racionalizar la adjudicación de las inversiones en este tipo de estudios universitarios. 

La iniciativa gubernamental reciente de establecer aranceles de referencia como una forma de dotar de recursos mínimos a los alumnos de los quintiles más bajos, también debe estar en proporción con los costos reales que plantean las universidades, de modo de poder asegurar estándares de calidad coherentes con tales aspiraciones, más que por la asignación histórica de mercado sobre la cual se ha determinado y que, de paso, en ninguna situación permite, a la luz de lo que hoy sucede, entender las sobrevaloraciones que se han considerado para las carreras así llamadas de tiza y pizarrón.
Miércoles 20 de diciembre de 2006 

PLANTEAMIENTOS
El financiamiento universitario
Hoy, la enseñanza se ve cuestionada en su calidad, pero éste es un fenómeno que habrá de seguir sucediendo mientras no seamos capaces de darnos cuenta que las universidades son las instituciones donde cultura, conocimiento e innovación tienen su asiento. 
Raúl Morales Segura 

Decano de la Facultad de Ciencias de la Universidad de Chile 

CON especial interés, el ambiente universitario siguió la aprobación del proyecto de ley de Presupuesto 2007, toda vez que este primer cálculo del nuevo Gobierno viene a delinear el rumbo que seguirán, en lo sucesivo, las políticas de financiamiento de la educación superior, en particular las correspondientes a las universidades estatales. 

La expectativa de poder elevar el aporte para los alicaídos fondos actuales era un aspecto fundamental para comenzar a elaborar los proyectos de desarrollo institucional destinados a mejorar los estándares de calidad del sistema educacional. Porque no es posible superar la deteriorada situación de la enseñanza media y básica si no se hace algo con las necesidades que también existen en la formación superior. 

De ahí que el tema del financiamiento estudiantil en la enseñanza universitaria si bien ha sido relevante en la discusión de los últimos años, no ha considerado el principal problema que enfrentan las instituciones de formación estatales. Efectivamente, el verdadero centro de gravedad de nuestras carencias se ha enfocado en la poca inversión en la infraestructura física -instrumental y bibliográfica- y la falta de personal investigador con estándares de postgrado, denotando una sostenida despreocupación del Estado durante más de 25 años. 

En esta ruta, el Gobierno ha conducido a las universidades estatales hacia un esquema de autofinanciamiento, una política que se arrastra desde 1981. Pensada originalmente para desarticular el rol preponderante del pensamiento intelectual chileno, posteriormente esta situación ha sido causa de rivalidades institucionales, por el hecho de que distintos interesados convergen al mismo tiempo a los fondos concursables, pero sin un marco regulatorio apropiado, con estándares y objetivos afines a sus propias misiones y competencias. 

Esta desmantelación sistemática, realizada mediante el manejo presupuestario de las transferencias corrientes a las universidades estatales, con una merma sistemática de sus financiamientos recurrentes, se ha mantenido en funciones por más de dos décadas. 

Su máxima expresión queda patente en la asignación presupuestaria que todos los años el Gobierno sigue empleando mediante el DFL N°4 de 1981 del Ministerio de Educación sin hacer cambios sustantivos en el modelo definido en momentos en que se hizo de la educación pública un bien de calidad prescindible. 

Hoy, la enseñanza se ve cuestionada en su calidad, pero debemos entender que éste es un fenómeno que se arrastra por más de dos décadas y los impactos se habrán de seguir sucediendo mientras como país no seamos capaces de darnos cuenta de que son éstas las instituciones donde cultura, conocimiento e innovación tienen su principal asiento. 

Es por ello que el aumento presupuestario de las transferencias corrientes hacia las universidades estatales en el proyecto de Presupuesto presentado por el Gobierno en el Congreso, correspondiente a un inflactor de 3,5%, no fue consistente con el incremento presupuestario global entregado al Ministerio de Educación, que sobrepasa los dos dígitos para 2007. 

Este incremento de 3,5% proyectado para 2007 viene a representar un nuevo castigo a quienes están involucrados en la construcción universitaria estatal de nuestro país, dado que ni siquiera se podrá cubrir el incremento de reajuste salarial que para el sector público se está proyectando por sobre 7%. 

Se trata de otra recurrente señal de que las universidades deberán acudir, una vez más, al endémico recurso de hacer aumentar los aranceles universitarios como estrategia para lograr las compensaciones que permitan cuadrar sus cajas, abriendo a la discusión pública el financiamiento estudiantil, respecto de los costos asociados a cada carrera, y el mayor gasto por parte de la clase media, que tendrá que seguir absorbiendo los costos indirectos de estas inequidades de un sistema que todavía no logra ser enmendado en beneficio no sólo de la calidad de la enseñanza, sino del adecuado progreso de todo el país.

Lunes 23 de octubre de 2006 

Educación coherente con paradigmas de nuestra sociedad
La Nación

Raúl Morales Segura, Decano de la Facultad de Ciencias de la U. de Chile 

El preinforme de la Comisión de Educación ha sido motivo de diversas críticas y observaciones, con desavenencias públicas entre algunos de sus integrantes y con comentarios de observadores que siguen atentamente los entretelones de quiénes, habiendo comprometido su asistencia, no han estado del todo inmersos en el proceso, pero que al final de cuentas, han elaborado sus propias conclusiones sobre la materia, con prescindencia del resto. 

Sin embargo, a pesar de las buenas intenciones que trasluce una iniciativa de este tipo, en donde se busca concertar opiniones y vocerías de diversas corrientes políticas, sociales y culturales, en la búsqueda de un consenso que permita definir metas, que deriven en una nueva ordenación jurídica, que dé cuenta de una nueva política de financiamiento fiscal e indicadores que permitan hacer seguimientos y dar cumplimiento a convenios de desempeño, la metodología escogida para definir los participantes y los resultados dispares que se espera de sus propias representaciones, difícilmente habrá de llevarnos a establecer una política de Estado. Necesariamente habrá de conducir a un compás de espera mientras se escala una perspectiva de más alto vuelo. 

No obstante todas estas dificultades, este esfuerzo ha permitido al Gobierno abrir una válvula de escape a las inquietudes de un amplio movimiento social que intenta constituirse en promotor de sus propias reivindicaciones. Es sobre este escenario, que un amplio sector de la sociedad chilena comienza a plantearse públicamente interrogantes de que si la educación está acorde con los nuevos referentes y paradigmas que orientan al país en su actual desarrollo. Pero en donde fácilmente se aprecia la incongruencia del aprendizaje y su débil conectividad con la educación superior o con el ámbito laboral, lo que nos permite apreciar el inevitable impacto que experimentan frontalmente los jóvenes con su realidad, en un medio que les resulta inestable y deprimido en cuanto a oportunidades, principalmente para los primeros años de su estadio juvenil, post-liceo. 

Así, ajena a las exigencias de base que se persiguen en el ámbito laboral o en la educación superior, la extensa enseñanza obligatoria y de estándares públicos, no se encuentra con los mismos espacios de razonamiento e inteligencia en la vida cotidiana, particularmente en el acceso al conocimiento, el que hoy surge como subproducto de una informática y computación cada vez más desarrollada, pero sin focalización en la educación formal. 

Cualquier esfuerzo orientado a dar una nueva perspectiva que determine el futuro quehacer educativo, debe tener como norte los paradigmas esenciales en lo que -como sociedad- queremos situar a las nuevas generaciones. 

Nada más lejos puedo estar de aquellos que consideran que con un computador portátil o con wi max a nivel nacional vamos a solucionar el problema de la educación chilena o internacional. O que deberemos incrementar sostenidamente el financiamiento para dar más capacitación, conocimientos y remuneraciones a los profesores para resolver tan crucial cuestión. 

Son otros los referentes que debemos asentar en nuestra sociedad, en donde la actual educación operacional no permite abordar, siquiera, la nueva contingencia proyectada por el Gobierno en sus alianzas comerciales internacionales y empresariales nacionales con las iniciativas de innovar. 

¿Queremos efectivamente una sociedad basada en la cultura de la competencia? De mi parte, no. Aún cuando a vista de la generación de negocios cortoplacistas, pareciera ser el camino más efectivo para generar riqueza desde una sociedad de consumo. Creo en una sociedad basada en la cultura de la solidaridad, aún cuando para ello debamos generar una sociedad valóricamente más compleja y de interacciones más sutiles, que considere la diversidad cultural y la heterogeneidad de sus pueblos, a pesar que, de cuyas partes del todo no podamos avizorar lo que efectivamente puede llegar a ser una comunidad éticamente más evolucionada. 

Es sobre los cimientos de esta emergente sociedad del conocimiento, cuyo acento fundamental se da por las nacientes herramientas que nos trae consigo la realidad virtual, que deberemos orientar nuestro sistema educativo hacia una sociedad de la sabiduría. Para ello se requiere más libertad y menos uniformidad. Saber por qué entregamos una educación obligatoria de doce años y qué estándares lo apropiados para las exigencias previas de los ciclos que la seguirán en un esquema de educación continua. Sobre esa base podremos entender que el conocimiento no es un fin, si no que el medio para dar más valor a las conductas humanas, particularmente, en una sociedad que hace su verdadero sentido en el respeto al ser y su entorno, para llegar así a construir un país libre más justo, equitativo y sustentable.

Viernes 1 de septiembre de 2006 

Mientras Argentina reanudó su plan nuclear con Atucha II, Chile -según Morales- ni siquiera posee gente capacitada para manejar una planta de este tipo. 

RAÚL MORALES, DECANO DE LA FACULTAD DE CIENCIAS DE LA UNIVERSIDAD DE CHILE
“Nos faltan expertos nucleares”
Más que discutir sobre las bondades o perjuicios de instalar una central atómica en el país, el especialista en química molecular advierte sobre la dramática falta de profesionales entendidos que puedan manipular una planta de esta complejidad. 
Cecilia Yáñez

La Nación

El constante aumento del precio del petróleo, la disminución de las reservas de gas y los cambios climáticos que no permiten establecer un patrón predecible de lluvias para las centrales hidroeléctricas, ha reflotado la posibilidad de generar electricidad a partir de centrales nucleares en nuestro país. 

Pero mientras científicos y ecologistas discuten sobre su conveniencia, el decano de la Facultad de Ciencias de la Universidad de Chile, Raúl Morales, hace un llamado de atención distinto. ¿Quiénes serán los encargados de manejar estas plantas? 

Según este experto en química molecular, además de estudios bien acotados respecto de la instalación de una planta así en Chile, faltan especialistas en esta materia. No hay, a su juicio, una masa crítica de ingenieros, químicos y físicos nucleares capacitados para manejar una central nuclear. 

“Hay que pensar que en Chile hay algunos físicos nucleares… pero no hay masa crítica. Otros realizan actividades teóricas desde hace mucho tiempo, pero sin el training adecuado”, reflexionó Morales. 

La solución pasa por generar un programa nacional liderado por la Comisión Chilena de Energía Nuclear o algún organismo a nivel ministerial, que en un plazo no menor a diez años forme especialistas idóneos. 

El ideal sería que estos expertos se formaran en el país, pero también perfeccionándose en el extranjero, en lugares donde se ubiquen centrales como las que se planeen para el país, a fin de tener un entrenamiento lo más real posible. 

Estudios bien hechos 

Para el decano, en cualquier lugar del mundo es viable la construcción, funcionamiento y mantención de una central nuclear, siempre y cuando “se conozca bien el sector geográfico en el que se está instalando”. 

Para ello, es necesario definir características ambientales y niveles de riesgo 

Raúl Morales, decano de la Facultad de Ciencias de la Universidad de Chile.

asociados a los desastres naturales que pueda tener una empresa de este tipo. “No se trata de una maquinaria que se pueda apagar con un botón. Se necesitan horas para hacer caer las emisiones, para decaer las reacciones y llegar a los sistemas de seguridad”, agregó. 

Por lo mismo, el proceso de cómo opera un reactor nuclear de potencia debe estar vinculado a las características geográficas donde pudieran ocurrir ciertos eventos geológicos, porque depende de la generación de potencia que tenga la planta, los factores de riesgo que están asociados. 

En lo que a estudios geológicos se refiere, el departamento de geofísica de la Universidad de Chile también lleva algo adelantado. Hace un mes anunciaron la formación del Laboratorio Internacional Asociado (LIA) “Montessus de Ballore”, un centro de investigación especializado en temas de sismología, sismotectónica y peligro sísmico conformado por el Departamento de Geofísica de la Facultad de Ciencias Físicas y Matemáticas de la Universidad de Chile y el Centro Nacional de la Recherche Scientifique (CNRS) de Francia. Su primera tarea será definir la amenaza sísmica, la caracterización de los ciclos sísmicos en Chile, la sismicidad cortical asociada a zonas cercanas urbanas y los sismos profundos. Es decir, una radiografía del país y de los tipos de movimientos telúricos que se pueden presentar en determinadas zonas. 

En esa oportunidad, Jaime Campos, académico del Departamento de Geofísica señaló que una vez hecho el estudio, se podría construir una planta nuclear. “Nuestro problema para la instalación de este tipo de plantas es técnico. Caractericemos bien la amenaza, la ingeniería y la tecnología tienen la respuesta al problema”, dijo en esa oportunidad Campos. 

Avance internacional 

En Argentina ya se pusieron manos a la obra. El vecino cordillerano anunció que retomará la idea de construir más plantas de producción de energía con combustible atómico tras doce años de paralización. A las dos centrales que ya tiene, se sumará la ampliación de Atucha II y una nueva cuarta central. 

En Chile la situación es distinta. El Gobierno se ha encargado de aclarar que las centrales nucleares no son una prioridad dentro de la diversificación energética. 

Pero Morales reconoció que hace algún tiempo, la energía nuclear fue un tema que estaba dentro de las directrices energéticas del país. “A finales de los años ‘60 y comienzos de los ‘70, Chile partió con mucho bríos, pero luego hubo discontinuación, los programas empezaron a pararse y se alcanzaron a instalar dos reactores en Santiago, uno en La Reina y otro en el sector del Túnel Lo Prado y todo quedó en un plano de carácter productivo y médico”. 

Hoy, por la escasez de electricidad, la energía nuclear vuelve a ser tema. La diversificación de energía es una discusión de seguridad nacional, fundamental para el desarrollo y crecimiento del país, pero mientras no se piense en serio, dónde y cómo se construirá, quién manejará la central y de qué manera se tratarán sus desechos, es difícil pensar en una central nuclear en Chile, finalizó el decano.

Jueves 27 de julio de 2006 
EL LIBRO “CONTAMINACIÓN ATMOSFÉRICA URBANA” FUE LANZADO AYER
Piden normar esmog ultrafino y plan especial para Pudahuel y Las Condes

Los académicos top en la batalla contra el aire tóxico solicitan gestión específica para las comunas de Pudahuel y Las Condes, las más afectadas por el humo negro en invierno y el ozono en verano, respectivamente. También alertan sobre la norma de material particulado vigente, que sólo considera el PM10, no el PM2.5 ni menos el PM 0.1. El último, va directo a nuestros pulmones y a las células madre.

Antonio Valencia

La Nación

Con el aire no se juega. Con la salud de las personas tampoco. El eterno problema de la Región Metropolitana con el esmog congregó a la comunidad científica chilena para levantar la voz y pedir coherencia a la autoridad política a través del libro “Contaminación atmosférica urbana. Episodio críticos en la ciudad de Santiago”, texto editado por la Editorial Universitaria y en la que colaboraron académicos de cinco universidades del país. 

Los análisis de los diez capítulos de la publicación arrojaron conclusiones y recomendaciones urgentes. Una de ellas alude a dos de las comunas capitalinas más afectadas por la concentración de esmog en forma de material particulado grueso (PM10), fino (PM 2.5) y ultrafino (PM 0.1), por una parte, y del ozono troposférico, por otra. 

La primera es Pudahuel, ubicada en el sector poniente de Santiago, que tose y colapsa más que ninguna otra comuna en otoño e invierno. El otro caso es Las Condes, en el extremo opuesto de la ciudad, donde niños, ancianos y asmáticos sufren con el invisible gas generado en primavera y verano. “Preocupa que haya situaciones focalizadas que no son ni van a ser resueltas con las medidas generales que hasta ahora se han empleado”, evalúa Raúl Morales, decano de la Facultad de Ciencias de la Universidad de Chile. 

“Hasta ahora se ha visto a Santiago como una ciudad homogénea, donde la contaminación debería estar afectando en todas partes igual. Pero no es así, pues hay puntos de la ciudad que requieren gestión específica por material particulado de invierno en la zona de Pudahuel, y por contaminación por ozono en verano en Las Condes. Las medidas generales han servido de base para bajar niveles en toda la ciudad, pero no resuelven los problemas en los lugares donde se disparan los episodios críticos”, argumenta Morales. 

El punto no termina ahí. Necesita de decisión política y financiamiento. “Las universidades hacen sus estudios con limitados recursos”, dice el experto. Y eso no basta para estudiar de mejor forma los lugares donde, ejemplifica, en pocas horas se dobla la concentración de contaminación. “En Pudahuel, de las cuatro a las ocho de la tarde se alcanzan peaks que no son explicables por los conocimientos convencionales”, añade. 

La actualización del Plan de Prevención y Descontaminación (PPDA) actualmente en curso -apunta el experto-, tampoco ayuda mucho. Ni ese ni los “estudios generalistas de la última década”, precisa. El punto es que “lamentablemente no ha existido la voluntad para meterse en esos temas de forma sistematizada y financiada”, desliza Morales. Y detalla que si hasta ahora las normas se han centrado en el PM10 y no en el más dañino PM2.5, tampoco se ha puesto la debida atención al ozono troposférico que se produce en primavera y verano afectando a comunas del sector alto y oriente de la Región Metropolitana. 

“El ozono ha quedado fuera de la agenda de este y otros gobiernos. Falta investigación y gestión”, establece Morales, para advertir, informar y proteger a las personas. “Cuando entre las tres y cuatro de la tarde se alcanza los peak de ozono, al menos se debe evitar la actividad deportiva en meses de noviembre a enero”, dice. 

Contaminación ultrafina 
Los efectos en la salud de la contaminación del aire son variados. Desde padecimientos respiratorios simples hasta incidencia en cánceres y alteraciones genéticas. El doctor Manuel Oyarzún trabajó en este tema en el capítulo nueve del 

El libro “Contaminación atmosférica urbana: Episodios críticos de contaminación ambiental en la ciudad de Santiago” reúne los trabajos de expertos de cinco universidades del país y según sus autores demuestra que el mundo científico no está indiferente frente a este tema.

texto. Allí, además de su preocupación por el fino PM 2.5 no considerado a la hora de decretar alertas, apunta sus dardos al ultrafino PM 0.1 que, explica, “penetra más profundamente al pulmón”. 

El PM 0.1 no necesita ningún transportador para ingresar al organismo humano cómo sí lo requieren las partículas de PM10 y PM2.5 que “primero tienen que entrar y luego ser comidos por las células”, apunta Oyarzún. “El 0.1 no sólo pasa directo al pulmón, sino que a la sangre, la médula ósea y las células madre que se distribuyen en todo el cuerpo”, describe el médico. 

En consecuencia, el material particulado ultrafino actúa en el corazón y también en el cerebro. “El PM 0.1 lo producen los vehículos diesel y las consecuencias son muy dañinas: arritmias cardiacas, hipercoagulabilidad sanguínea, o sea, la sangre coagula más rápido y genera peligro de trombosis y embolia. Esto explica el aumento de mortalidad también de enfermedades cardiacas y la hipertensión arterial, además de las enfermedades respiratorias”, concluye Oyarzún. 

Antes del cierre, el académico expone que “en países desarrollados las normas son más estrictas, pero acá no porque, dicen, ‘el país tienen que desarrollarse’. El material particulado está siempre por sobre la norma, pero hoy no hay alertas por marcar 50 microgramos por metro cúbico, lo que es un escándalo en cualquier país desarrollado. Esos ‘daños colaterales’ matan más rápido a los más desprotegidos, generalmente de la población menos acomodada. Este libro demuestra que la comunidad científica no está indiferente y, de paso, es un llamado a la conciencias de políticos y economistas a que en esto hay vidas en juego”.

Viernes 19 de mayo de 2006 

PLANTEAMIENTOS
Problemas del financiamiento estatal en las universidades
Resulta imprescindible que el Gobierno inicie en breve un análisis profundo de reordenamiento y compromisos del Estado con las instituciones de la educación superior. 
Raúl Morales Segura 

Decano de la Facultad de Ciencias de la U. de Chile 

Con motivo de la reciente discusión que han abierto por la prensa las principales autoridades de las universidades de Chile y Católica, en torno a la licitación de la PSU y el aporte estatal que reciben las instituciones privadas, se ha venido a sentar un nuevo precedente en una serie de discusiones académicas que aluden a las complicaciones de una política gubernamental reactiva, que se ha ido estructurando sin una visión de Estado ni largo plazo. Esta política ha mostrado como única coherencia el hecho de que los gobiernos de los últimos 25 años han venido formulándola desde el Ministerio de Hacienda, según impusiera la reforma de la Educación Superior establecida en el Gobierno de Pinochet, a comienzos de la década de los ’80. 

Es en este marco que nos encontramos ahora. Un conglomerado amorfo de universidades estatales y privadas que están agrupadas en el Consejo de Rectores, que mencionan ser el conjunto histórico de instituciones tradicionales, y las nuevas universidades privadas; a la fecha algunas de ellas han superado dos décadas de funcionamiento. A falta de una lógica simple que dé cuenta cómo se inserta el sistema universitario en un proyecto nacional educativo, las autoridades han elaborado una estructura cada vez más compleja de vinculación con el mundo académico y estudiantil, sin un compromiso racional ni emocional consistente para responder, en un primer término, a la integridad y calidad de las universidades estatales; en un segundo término, con las otras universidades colaboradoras de esta función social del Estado, y, en tercer término y con particular preocupación, de los estudiantes talentosos de los sectores menos acomodados de nuestro país. 

Dos casos de esta política de Gobierno bastan para ilustrar esta falta de claridad y de conducción que hoy nos deja en una situación entrampada por malas decisiones. Primero analicemos a grosso modo el aporte fiscal directo de 2005, reflejo de lo que ha ocurrido en los últimos tres gobiernos de la Concertación. De aproximadamente un total de 115 mil millones de pesos entregados a las universidades del Consejo de Rectores, la Universidad Católica de Chile recibió 15 mil millones de pesos (13%), mientras que la Universidad de Santiago de Chile no superó los 8 mil 100 millones de pesos (7%) y la Universidad Metropolitana de Ciencias de la Educación los 3 mil 300 millones de pesos (3%). De esta comparación entre instituciones de la capital, queda patente el poco compromiso con universidades del Estado que, sin duda, cumplen un factor de movilidad social superior al grupo de elite que socialmente reproducen las universidades privadas, pero que, sin embargo, no gozan ni de los mismos recursos financieros ni de los privilegios de administración y rendición de cuentas, toda vez que estas instituciones estatales, al igual que la Universidad de Chile, se tienen que someter a una gestión menos eficiente, reguladas por autorizaciones ex ante y por las naturales velocidades con que actúa la Contraloría General de la República. Esta situación no ocurre con las privadas, que reciben tanto o más recursos del Estado, dejándolas en un lugar de privilegio al no rendir cuentas del uso de los fondos. Cabe preguntarse qué compromisos adquiere el Estado con sus universidades y qué responsabilidades les exige a las privadas, a las cuales les entrega un recurso socialmente escaso y significativo. 

Si consideramos un segundo caso, relacionado con el apoyo que el Estado asigna a los estudiantes de más bajos recursos y que el Gobierno ha intentado materializar en los tres quintiles más pobres de la escala económica y social del país, encontramos una nueva complejidad que se ha introducido innecesariamente al sistema. Esta ayuda crediticia estatal lleva a los estudiantes de más bajos recursos a recibir un crédito del Estado con cargo al Fondo Solidario, sobre la base de definir un arancel de referencia que no se ajusta al valor real establecido por las diferentes universidades. La iniciativa, que representa un apoyo económico parcial insuficiente para pagar dicho arancel, deja a los mismos beneficiarios en una precariedad tal que de no poder comprometerse el pago complementario -un segundo crédito para la misma deuda, ahora con las instituciones a las cuales han accedido por mérito sobre la base de su puntaje en la PSU-, quedará en una situación económica desmedrada ante sus pares y con una carga doble de deuda que deberán enfrentar al finalizar sus carreras, de poder continuar exitosamente dichos estudios. 

A esto se debe agregar que el Gobierno ha buscado imponer un acuerdo a las universidades de cofinanciar a estos estudiantes, sobre la base de otorgar un segundo crédito en igualdad de condiciones al Fondo Solidario, pero con cargo a sus propios presupuestos de funcionamiento. No es difícil comprender que, frente a los desmanes y disturbios que se pueden originar, con pérdidas cuantiosas por la suspensión de actividades o de imagen institucional a nivel nacional e internacional, en general las universidades han preferido restringir prioridades salariales, infraestructura y reposición de material docente y de investigación, buscando el mal menor. Sin duda, en el largo plazo, este tipo de decisiones traerá asociado un detrimento del quehacer académico y el desarrollo nacional, si lo consideramos en algunas unidades de cultura, arte, humanidades, ciencia, tecnología o innovación. 

Sin embargo, no todas las instituciones universitarias se han manifestado de acuerdo con la medida. En declaraciones a la prensa, el rector de la Universidad Católica ha planteado su desacuerdo con esta medida, apelando a que los aranceles de referencia fijados por el Ministerio de Educación son muy bajos y que su institución no está en disposición de cofinanciar los préstamos aludidos. Sobre este punto cabe preguntarse: si la principal universidad privada del país, a pesar de que recibe el segundo aporte estatal directo más grande a nivel nacional, no está en condiciones de atender a una minoría de su estudiantado que requiere este apoyo, ¿qué se podría esperar de las universidades estatales muy por debajo de este mismo aporte fiscal directo, pero que, por el contrario, con la mayoría de sus estudiantes requiriendo el apoyo económico adicional? 

Sin duda que estos dos aspectos de financiamiento estatal para la educación superior universitaria, tanto a sus instituciones como estudiantes, son materias que no están apropiadamente reguladas en el sistema educacional. Resulta imprescindible que el Gobierno inicie en breve un análisis profundo de reordenamiento y compromisos del Estado con las instituciones de la educación superior, definiéndose a las instituciones privadas el uso que deben hacer de los recursos asignados, con una rendición de cuentas transparente y pública, con objetivos precisos que apunten a resolver problemas específicos del sistema educativo y a nivelar la inequidad estudiantil actual.

Viernes 14 de abril de 2006 

EXPERTOS EXPLICAN QUE ES DE APLICACIÓN INMEDIATA, NO CUESTA DINERO Y PUEDE SALVAR VIDAS
Exigen información on-line sobre niveles de esmog
“La información está y sólo se necesita voluntad para transparentarla”, anotan especialistas de la Universidad de Chile. Hoy sólo se publica el promedio de las últimas 24 horas, impidiendo tomar precauciones para evitar enfermedades o muertes por sustancias cancerígenas. 

Antonio Valencia

La Nación

En Santiago Centro mueren el doble de personas por enfermedades asociadas a la contaminación atmosférica, incluidos el cáncer al pulmón y los infartos, que en el sur de Chile. “Si la mortalidad en Chillán por cáncer pulmonar llega a ocho al año por cada cien mil habitantes, en el centro de la capital se eleva a 21 y al oriente de la ciudad a 23”, dice Andrei Tchernitchin, experto en Toxicología de la Universidad de Chile. 

Aunque sus cifras -dice- datan de hace “cinco a diez años”, el académico no se sorprende del todo con la confirmación científica, revelada ayer por la Universidad Técnica Federico Santa María, en orden a que el esmog metropolitano contiene al menos dos de los más peligrosos compuestos químicos (HAPs y PCBs) causantes de cáncer al pulmón, vejiga, linfático y de mamas, además de alteración en la función hormonal, infertilidad o retardo en la maduración sexual de adolescentes. 

Tchernitchin sabe, al igual que ambientalistas y expertos en la calidad del aire, que el modo en que se está midiendo la contaminación atmosférica no es la mejor ni la más adecuada. “No sólo porque se concentra en detectar partículas PM10 en lugar de las PM2,5, que son las más finas y dañinas, sino cuáles son los datos que informan a la ciudadanía”, detalla el especialista. En rigor, no está de acuerdo en que hoy la información y las decisiones de la autoridad se basen en los datos que arroja el promedio móvil de las últimas 24 horas. 

“La población debe conocer hora a hora el movimiento y los niveles de partículas para que tomen adecuadas decisiones, por ejemplo, los profesores de educación física, o las propias personas que en determinada comuna quieren realizar actividad física. Si no saben el nivel alto de contaminación a las cuatro de la tarde, estarán absorbiendo cada vez más partículas de metales pesados, amoníaco u otras sustancias que, en el corto plazo producen enfermedades respiratorias, y en el largo pueden desarrollar un cáncer”, establece Tchernitchin. 

El problema, según el académico, es que la autoridad tiene “temor a que la población reclame mucho por esto”. “Esa información está, no cuesta plata revelarla, sólo se necesita voluntad”, insiste Tchernitchin. 

Raúl Morales, decano de la Facultad de Ciencias de la Universidad de Chile, realiza la misma exigencia a las autoridades. “Yo no tengo explicación que justifique guardar esa información”, declara el especialista en química ambiental. “Es necesario conocer cómo evoluciona el promedio horario, pues el promedio 24 horas móvil no es representativo de la situación realmente compleja de Santiago, y particularmente a lo que pasa en Pudahuel y Cerro Navia”, agrega Morales. Lo que ocurrió el fin de semana, añade, es reflejo de toda esta situación. Insiste en que la población desconoce, por ejemplo, hasta qué niveles aumenta la contaminación entre las cuatro de la tarde y diez de la noche. 

Tchernitchin y Morales coinciden en que la información on-line es una medida fácil y barata de implementar, pero que además se requiere abordar políticas más estructurales como mejorar el sistema de monitoreo, elaborar una norma para las PM2,5, incorporar las variables biomédicas en la toma de decisiones de una alerta o una premergencia, o frenar el crecimiento horizontal de la ciudad y el enorme parque automotor capitalino. De lo contrario, sólo aumentarán las enfermedades y las muertes por cáncer.

Viernes 17 de octubre de 2003 

Conama refuta estudio sobre contaminación en Pudahuel

La Nación
El estudio desarrollado en la Facultad de Ciencias de la Universidad de Chile, por un equipo que encabezó el decano de esa facultad, el profesor Raúl Morales -y no Raúl ni Sergio Castro, como publicamos ayer en forma errónea, por lo que ofrecemos nuestros excusas-, fue refutado por Gianni López, director de Comisión Nacional del Medio Ambiente (Conama); Pablo Badenier de la Conama Metropolitana, y los expertos Paulo Artaxo, de la Universidad de Sao Paulo; Dietrich von Baer, de la Universidad de Concepción, y Pedro Oyola, asesor adjunto de la Universidad de Harvard. 

 

Dicho informe de la Facultad de Ciencias de la Chile establecía que los altos índices promedios de polución de Pudahuel se deben a la masiva presencia de partículas finas que fusionan amoníaco y nitrato, lo que proviene fundamentalmente del Mapocho.

 

Los antecedentes entregados por Gianni López y compañía apuntan a que el amoníaco registrado en el material particulado fino de Pudahuel corresponde sólo a un 8% en los períodos de más alta contaminación, lapsos que no sólo afectan a esta comuna del poniente, sino que a toda la capital. 

 

Además del amoníaco, sostienen que existen en el aire otras sustancias, tales como el carbono orgánico (responsable del 40% de la contaminación), y el carbono elemental (el conocido hollín, responsable de un 20%), provenientes de la combustión de transportes, industrias y residencia, elementos que tienen una mayor responsabilidad en la contaminación y, por tanto, efectos más nocivos en la salud de la población.

 

López recalcó que la Conama tiene mucho interés en que se realicen estudios sobre temas ambientales. Sin embargo, llamó la atención acerca del hecho de que siempre se debe actuar con responsabilidad a la hora de entregar los resultados, de manera de no eximir de sus responsabilidades al sector del transporte público, que es la principal fuente contaminante de la capital.

 

Balance de Conama
 

El trabajo que el gobierno realiza a través de estudios estructurales para mejorar el aire, ha contado con la asesoría de universidades y expertos extranjeros, según López, cuestión que se ejemplificó con la visita del Nobel de Química 1995, Mario Molina, quien participó en el Taller Gurme de calidad del Aire y Meteorología. Toda esta labor ha permitido, de acuerdo a López, reducir significativamente la contaminación en Santiago, pasando de 37 preemergencias, en 1997, a sólo cuatro en 2003, de las cuales sólo una se registró en Pudahuel.

Jueves 16 de octubre de 2003 

Por qué en Pudahuel la situación es crítica

La Nación
La excusa de que la ubicación geográfica o las malas condiciones de ventilación de Pudahuel determinan sus altos niveles de contaminación fue descartada ayer, gracias a un estudio desarrollado, entre mayo y junio, por un equipo encabezado por el decano de la Facultad de Ciencias de la Universidad de Chile, Raúl Morales.

 

La investigación reveló que la polución de esta comuna se debe a la presencia de los “aerosoles secundarios”. La aparición masiva de estos pequeños cuerpos se originan, según Morales, “por los factores de humedad y las emisiones de gases químicos contaminantes propios de la zona.” 

 

A ello se suma la alta concentración de amoniaco presente en las aguas del río Mapocho. Éste último fenómeno tiene su origen en los desechos de las industrias, los cuales se estancan debido a que éste sector es el más bajo de la capital. Como conclusión Raúl Morales afirmó que “si somos capaces de controlar las distintas emisiones contaminantes que se concentran en Pudahuel, vamos a terminar con las pre-emergencias, ya que el 80% de ellas provienen de esta comuna. De lograr esto, Pudahuel se podría transformar en una comuna con una polución similar a la de la Florida, El Bosque o Las Condes”.

